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El tercer número del Análisis de Coyuntura
Laboral del Instituto de Ciencias Alejandro
Lipschutz (ICAL) reúne tres textos que, en
su conjunto, describen un mismo
movimiento de fondo. El actual ciclo de
reformas laborales impulsado desde el
Gobierno, bajo el lenguaje aparentemente
neutro de la “modernización” y la
“flexibilización”, busca trasladar riesgo,
incertidumbre y control del tiempo de
trabajo, desde la empresa hacia las y los
trabajadores, sin que exista, por el
momento, un poder sindical capaz de
contrapesar ese traslado. El contrato por
horas, negociación colectiva y jornada
laboral no son, según el presente análisis,
tres asuntos separados: son las tres caras
de la misma disputa respecto a quién
decide las condiciones del trabajo en Chile.

Contrato por horas y precarización del
trabajo. El primer texto analiza el proyecto
de ley que crea el “Contrato por horas”
(Boletín N°11929-13). El artículo reconoce
los resguardos que la propuesta declara -
aviso previo  de  turnos, piso  de  pago  del 

75% de las horas no utilizadas, mantención
de cotizaciones-, pero advierte que ninguno
de ellos altera la lógica de fondo: una
modalidad contractual que organiza el
trabajo en función exclusiva de la demanda
del empleador, mientras el trabajador
absorbe la incertidumbre sobre cuántas
horas tendrá y cuánto ingreso percibirá.
Con apoyo en evidencia comparada sobre
los llamados “contratos cero horas”, se
sostiene que la informalidad laboral no se
resuelve precarizando el empleo formal,
sino fiscalizando y fortaleciendo la
contratación ya existente.

Estado de la negociación colectiva en
Chile: límites administrativos. El segundo
texto explica por qué, frente a reformas
como la anterior, los trabajadores chilenos
llegan en una posición estructuralmente
débil. Rastrea el diseño institucional
heredado del Plan Laboral de 1979,
negociación restringida a la empresa,
paralelismo sindical, huelga acotada y con
reemplazo de trabajadores, y muestra que,
más  de  cuatro  décadas   después,  ningún 
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gobierno post dictadura ha logrado
desmontar esa arquitectura. La negociación
colectiva supra empresa sigue siendo
voluntaria para el empleador, lo que en la
práctica la vuelve inexistente, en contraste
con los sistemas multinivel de países de la
OCDE donde la centralización sindical se
asocia a menor desigualdad salarial. Este
texto entrega, en rigor, la clave de este
análisis en su totalidad: sin poder sindical,
cualquier flexibilización horaria o
contractual llega a un terreno sin
contrapeso institucional real y es, por
tanto, precarizador.

Flexibilización laboral y retroceso en la
jornada: el riesgo detrás del proyecto que
modifica las 40 horas. El tercer artículo
examina el proyecto de ley (Boletín 18.478-
13), ingresado el 20 de julio de 2026, que
amplía el período de referencia para
promediar la jornada de 40 horas
semanales: de 4 a 16 semanas en general, y
hasta 52 para el sector turismo y
actividades conexas. El análisis muestra
que, pese a los límites formales que el
proyecto mantiene, su efecto de fondo es
habilitar semanas de hasta 45 horas en
temporada alta, compensadas según el
calendario que fije el empleador, junto con
más domingos trabajables y mecanismos
de compensación de horas extra sujetos en
gran medida a la decisión unilateral de la
empresa.

El texto subraya, además, un punto que
conecta directamente con el análisis
anterior: las experiencias OCDE que el
Gobierno cita como referencia operan
sobre sistemas de negociación colectiva de
alta cobertura sectorial, contrapeso
institucional, lo que en Chile no existe y
que la propia reforma, salvo en la
ampliación a 52 semanas, no exige.

En su conjunto, los tres textos de este
número trazan una misma advertencia. La
ofensiva contra derechos laborales
conquistados en las últimas décadas no
avanza por una sola vía, sino por la
acumulación de reformas puntuales —una
nueva figura contractual, una ampliación
del ciclo de jornada, la persistencia de un
modelo de negociación descentralizado—
que, cada una a su modo, trasladan certeza
desde el trabajador hacia el empleador
bajo la promesa de más empleo. Por tanto,
la discusión pendiente no es solo cuántas
horas se trabajan o bajo qué contrato, sino
quién tiene poder real para negociarlas. Es
decir, mientras la negociación colectiva
chilena permanezca atomizada a nivel de
empresa, la flexibilidad seguirá siendo, en
los hechos, unilateral. Superar esa herencia
del Plan Laboral de 1979 es, para el ICAL, la
condición de posibilidad de cualquier
modernización laboral que merezca ese
nombre.
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Chile vive, desde hace un tiempo, una
ofensiva sostenida contra los derechos
laborales conquistados en las últimas
décadas. Bajo el lenguaje aparentemente
neutro de la “modernización”, la
“flexibilidad” o la “formalización del
empleo”, se han ido empujando reformas
que, en los hechos, trasladan el riesgo
económico de las empresas hacia las y los
trabajadores. No es un fenómeno nuevo: ya
en 2018 organizaciones sindicales y
programas de igualdad advertían sobre
proyectos que incluían el llamado “contrato
de (des)formalización” o “contrato cero
horas”, que fue descrito entonces como la
puerta de entrada a la desprotección total. 

Entre 2018 y 2019, el segundo gobierno de
Sebastián Piñera ingresó el "Proyecto de
ley sobre modernización laboral para la
conciliación, familia e inclusión" (Boletín
N°12618-13) y Proyecto de ley que modifica
el Código del Trabajo para crear el contrato
por horas (Boletín N°11929-13) ingresado
por parlamentarios de derecha. Este último
permaneció sin movimiento durante años,
pero en junio de 2026 el gobierno de Kast le
otorgó urgencia simple y la Comisión de
Trabajo del Senado retomó su discusión,
ahora bajo el nombre de “contratos por
hora”. El Ministerio del Trabajo y Previsión
Social presenta la iniciativa como una
respuesta a la alta tasa de desempleo y
como una forma de ampliar el empleo
formal para quienes hoy quedan fuera del
mercado   laboral:   jóvenes  y  estudiantes, 

personas con responsabilidades de
cuidado (principalmente mujeres) y
trabajadores informales del comercio, la
gastronomía o los servicios estacionales
(https://www.mintrab.gob.cl/contratos-por-
hora/).

Qué propone el proyecto

La propuesta permite contratar por una
cantidad determinada de horas semanales
o mensuales, con un máximo de 30 horas a
la semana o 120 al mes, dentro de la
jornada parcial del Código del Trabajo. El
empleador deberá avisar los turnos con al
menos 24 horas de anticipación y garantizar
un descanso continuo mínimo de 12 horas
cada 24 horas. El valor de la hora no podría
ser inferior al doble del valor hora del
ingreso mínimo, y si el empleador no ocupa
todas las horas pactadas, el trabajador
igual debe recibir el pago de al menos un
75% de ellas, sin acumulación para el
periodo siguiente. Además, el proyecto
declara mantener cotizaciones
previsionales, seguro de cesantía, salud y
acceso a la justicia laboral, y establece que,
si el empleador incumple las reglas
específicas de esta figura, se presume
jornada completa.

Las críticas que no se pueden omitir

Más allá de los resguardos declarados en el
papel, el núcleo del problema es
estructural. Se trata de una modalidad que
organiza el trabajo en función exclusiva de
la demanda del empleador, mientras el
trabajador absorbe la incertidumbre sobre
cuántas horas tendrá, cuándo trabajará y
cuánto ingreso percibirá cada mes. La
experiencia comparada con los llamados
“contratos cero horas” en otros países, y la
propia    discusión    de     2018     en     Chile, 

Contrato por horas
y precarización del
trabajo
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muestran el riesgo real: turnos avisados
con poca anticipación, jornadas
fragmentadas que impiden sostener un
segundo empleo o una rutina familiar
estable, e ingresos variables que dificultan
planificar la vida cotidiana, acceder a
créditos o proyectar una jubilación digna
(Avram, 2020; Wood, 2016).

El aviso de 24 horas y el piso de pago del
75% de las horas no utilizadas son
resguardos necesarios, pero no cambian la
lógica de fondo: el trabajador queda
disponible para el empleador sin la certeza
de una jornada estable, y su remuneración
depende de la variabilidad del negocio
ajeno. La presunción de jornada completa
ante incumplimientos es una sanción útil,
pero opera solo después del abuso, y su
aplicación real dependerá de la capacidad
de fiscalización de la Dirección del Trabajo
y de que el propio trabajador (muchas
veces en una posición de necesidad) se
atreva a reclamarla. Además, el argumento
de que esta figura “formaliza” a quienes
hoy trabajan a trato o de manera informal
es engañoso: la informalidad no se
resuelve precarizando el empleo formal,
sino fiscalizando y fortaleciendo la
contratación y empleo existente,
dependiente e independiente, incluidos los
contratos por obra o faena que ya permiten
formalizar tareas puntuales.

Tampoco se puede analizar este proyecto
de manera aislada, porque se inscribe en un
contexto donde, junto con avances como la
Ley de 40 Horas, conviven iniciativas que
buscan introducir mayor flexibilidad
unilateral para las empresas: bancos de
horas, jornadas excepcionales, facilidades
para el despido y, ahora, esta nueva figura
contractual. El patrón es consistente con lo
que ya  se   advertía   en   

2018: cada nueva “modernización” tiende a
trasladar certezas desde el trabajador hacia
el empleador, bajo la promesa de más
empleo, sin que existan garantías
equivalentes de que ese empleo sea de
calidad.

Apéndice: Evidencia comparada

La combinación de alto desempleo y
urgencia legislativa es, precisamente, el
escenario en que este tipo de reformas
suele avanzar con menor resistencia,
presentadas como solución. Por ello
conviene revisar experiencias
documentadas académicamente.

Silvia Avram (2020)  publicó un estudio
experimental con 301 personas de bajos
ingresos, en edad de trabajar, a quienes se
simularon en línea condiciones de contrato
estándar versus contrato tipo "cero horas".
Los resultados muestran que la
incertidumbre sobre la disponibilidad de
horas reduce significativamente la
disposición a trabajar (entre 15 y 30 puntos
porcentuales menos), incluso cuando se
ofrece una tarifa por hora el doble de alta,
indicando que la incertidumbre laboral es
percibida como un costo en sí misma, no
solo como una pérdida de ingreso
esperado, lo que respalda la idea de que
este tipo de contrato traslada un costo
psicológico y económico real al trabajador.

[1]

Alex J. Wood (2016) , publicó una
investigación cualitativa con revisión de
pares una investigación que sigue una
cadena de supermercados del Reino Unido,
y encuentra que la programación flexible
controlada por la gerencia deteriora la
calidad percibida del empleo al actuar
como barrera para el equilibrio entre
trabajo y vida personal. El artículo muestra
además que la sola presencia sindical no 

[2]
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basta para revertir este efecto cuando el poder estructural de negociación de los
trabajadores es débil frente al empleador, lo que es relevante pues los resguardos formales
(aviso previo, sindicato, etc.) no garantizan por sí solos protección real.

[1] Avram, S. (2020). Zero-hours contracts: Flexibility or insecurity? Experimental evidence from a low
income population (ISER Working Paper Series, No. 2020-10). Institute for Social and Economic
Research, University of Essex. https://www.iser.essex.ac.uk/wp-content/uploads/files/working-
papers/iser/2020-10.pdf
[2] Wood, A. J. (2016). Flexible scheduling, degradation of job quality and barriers to collective voice.
Human Relations, 69(10), 1989–2010. https://doi.org/10.1177/0018726716631396

Estado de la
negociación
colectiva en Chile:
límites
administrativos

 Para entender el estado actual de la
negociación colectiva en Chile, es
indispensable remontarse a su origen
institucional, el Plan Laboral de 1979,
implementado durante la dictadura militar
de Augusto Pinochet. Este conjunto
normativo, articulado principalmente a
través de los Decretos 2.756 sobre
organización sindical y 2.758 sobre
negociación colectiva y huelga, diseñó un
sistema de relaciones laborales cuyo
propósito central fue debilitar
estructuralmente el poder sindical. 

Sus pilares fundamentales fueron tres: la
descentralización de la negociación
colectiva, restringiéndola exclusivamente al
nivel de la empresa y prohibiendo cualquier
forma de negociación por rama de
actividad económica; el fomento del
paralelismo sindical, es decir, la promoción

de múltiples sindicatos dentro de una
misma empresa en competencia entre sí; y
la limitación del derecho a huelga,
circunscribiéndola al proceso de
negociación colectiva y autorizando a los
empleadores a contratar trabajadores de
reemplazo. A esto se sumó una restricción
de contenido, ya que la negociación
colectiva quedó limitada a materias
exclusivamente económicas, impidiendo a
los sindicatos incidir en la organización,
administración y dirección de la empresa.

Los efectos de este diseño institucional han
sido profundos y persistentes. Chile
presenta hoy uno de los sistemas de
relaciones laborales más descentralizados
y fragmentados del mundo desarrollado. La
cobertura de la negociación colectiva es
baja —alcanzando a una minoría de los
trabajadores del sector privado— y los
sindicatos tienen escaso poder para
representar a sus afiliados más allá de
negociaciones atomizadas empresa por
empresa. A esta debilidad estructural se
sumó por décadas la proliferación de los
llamados “grupos negociadores”, los cuales,
sin ser sindicatos, pueden suscribir
instrumentos colectivos, compitiendo
directamente con los sindicatos y
diluyendo aún más su capacidad de acción.
Lejos de corregir estas tendencias, la
legislación vigente ha mantenido la lógica
central del Plan Laboral. Así, la negociación 
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colectiva supra-empresa es voluntaria para
los empleadores, lo que en la práctica
equivale a hacerla imposible. Actualmente
no existe en Chile ningún caso en que los
empleadores hayan decidido
voluntariamente establecer negociaciones
a nivel sectorial o de rama con los
sindicatos.

Este panorama contrasta de manera
elocuente con lo que ocurre en la mayoría
de los países de la OCDE, donde
predominan sistemas de negociación
colectiva multinivel. En países como
Noruega, Finlandia, Bélgica, Alemania o
Austria, la negociación colectiva se realiza
de forma coordinada en distintos niveles —
sectorial, de rama y de empresa—, lo que
otorga a los sindicatos un poder
institucional cualitativamente distinto al
que poseen sus contrapartes chilenas. En
estos países, los sindicatos no solo
negocian aumentos salariales, sino que
también participan activamente en la
definición de las condiciones de trabajo, las
modificaciones horarias, los sistemas de
distribución de jornada y las políticas de
conciliación laboral y familiar, aspectos que
en Chile quedan típicamente bajo la
prerrogativa unilateral del empleador.
Sobre este punto, la evidencia comparada
es consistente al mostrar qué grado de
centralización de la negociación colectiva
contribuye a mayor poder sindical. Esto
aporta a su vez a reducir la desigualdad de
ingresos. Así se demuestra que donde los
sindicatos negocian en niveles más altos
que la empresa, tienen mayor capacidad
para comprimir la dispersión salarial,
limitar los abusos de los empleadores y
garantizar condiciones laborales más
homogéneas para el conjunto de los
trabajadores de un sector.

 Chile, en cambio, permanece en el extremo
opuesto de este espectro. Las sucesivas
reformas laborales implementadas desde el
retorno a la democracia —bajo los
gobiernos de Aylwin, Lagos, Bachelet y, más
recientemente, Boric— no lograron
desmantelar los aspectos centrales del
Plan Laboral. En todos estos casos, las
iniciativas pro-sindicales más ambiciosas
fueron eliminadas o diluidas durante el
proceso legislativo, dando lugar a cambios
cosméticos que dejaron intacta la lógica
descentralizadora de la dictadura. El
resultado es un movimiento sindical
estructuralmente debilitado, con escasa
capacidad para incidir en las condiciones
de trabajo y en la distribución del ingreso, y
confinado a negociar fragmentariamente en
los márgenes que el sistema le permite.
Superar esta herencia requiere una reforma
de fondo que establezca un sistema de
negociación multinivel con carácter
vinculante. A más de cuatro décadas del
Plan Laboral, esta tarea sigue pendiente.
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El 20 de julio de 2026 el Gobierno ingresó a
la Cámara de Diputadas y Diputados, en
primer trámite constitucional, un proyecto
de ley (Boletín 18.478-13) que "perfecciona
los mecanismos de adaptabilidad de la
jornada de trabajo y establece un régimen
especial para el sector turismo y
actividades conexas". La iniciativa modifica
el corazón normativo de la Ley N° 21.561:
los artículos que regulan cómo se
distribuye el promedio semanal de 40
horas. Presentándola como una puesta al
día técnica frente a la experiencia OCDE y
como respuesta a la estacionalidad del
turismo. Pero su alcance es mayor: no se
limita a un sector, sino que reabre con
carácter general, la discusión sobre quién
decide el tiempo de trabajo en Chile.

La Ley de 40 Horas fue una conquista que
no se agotaba en el número. Redujo la
jornada, sí, pero también instaló la idea de
que el tiempo de trabajo tiene un límite que
protege el descanso, la vida familiar y una
distribución más justa del tiempo social
entre capital y trabajo. Esa dimensión —el
reconocimiento del tiempo de vida como 

derecho, no como variable de ajuste— es lo
que el actual proyecto pone en tensión,
aunque lo haga con el lenguaje aséptico de
la "modernización regulatoria".

¿Qué cambia en concreto? El proyecto
amplía el período en que se puede
promediar la jornada de 40 horas —el
"período de referencia"— de 4 a 16 semanas
para todos los sectores, y hasta 52 semanas
para trabajadores de casinos de juego,
hoteles, pubs, discotecas, restaurantes,
clubes, bares y operadores de turismo.
Mantiene contrapesos formales que
conviene reconocer: el promedio del ciclo
no puede superar 40 horas semanales,
ninguna semana puede exceder 45 horas,
no puede haber más de 4 semanas
consecutivas de 45 horas en el régimen
general (8 en el de turismo), y la jornada no
puede superar las 40 horas en más de la
mitad de las semanas del ciclo. Sin
embargo, aun con esos límites, el efecto de
fondo es claro: un trabajador puede tener
semanas de hasta 45 horas concentradas
en temporada alta, compensadas en otro
momento del ciclo según el calendario que
fije el empleador, con apenas una semana
de aviso previo sobre qué alternativa de
distribución rige cada mes. A eso se suma
que los domingos consecutivos trabajables
al año suben de 8 a 12, y que el régimen de
compensación de horas extraordinarias con
días de descanso —que pasa de días de
feriado a días de descanso— aumenta de 5
a 10 los días acumulables al año, a razón de
1,5 horas de descanso por cada hora extra,
exigiendo solo 48 horas de aviso del
trabajador pero permitiendo al empleador
postergar su otorgamiento hasta 60 días si
no le resulta "operativamente razonable"
concederlo antes.

Es así como el gobierno y el debate técnico  

Flexibilización
laboral y retroceso
en la jornada: el
riesgo detrás del
proyecto que
modifica las 40
horas
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han recurrido a comparaciones con
experiencias OCDE, como Finlandia e Italia,
para justificar la ampliación de los ciclos.
Pero en buena parte de las experiencias
europeas usadas como referencia, la
flexibilidad horaria opera sobre sistemas de
negociación colectiva de alta cobertura,
muchas veces sectorial, lo que entrega un
contrapeso institucional inexistente en
Chile, donde la sindicalización bordea el
16% y la negociación colectiva sigue
concentrada principalmente a nivel de
empresa. Ese contraste no es un detalle
menor del proyecto, ya que la ampliación
general a 16 semanas se habilita mediante
un pacto que puede ser individual, sin
exigir acuerdo sindical previo, incluso
respecto de trabajadores sindicalizados. La
única hipótesis en que el proyecto exige
negociación colectiva es la ampliación a 52
semanas para trabajadores fuera del
régimen especial de turismo. El resto de la
reforma —que es la mayoría de su
contenido— opera sin ese contrapeso. Es
por ello, que comparar cifras de período de
referencia sin comparar el poder de
negociación que las sostiene es una
homologación incompleta e intencionada.

El argumento de fondo —que más
adaptabilidad genera más empleo formal y
protege a las empresas de la estacionalidad
— no puede aceptarse sin más. La evidencia
sobre flexibilización horaria muestra, en el
mejor de los casos, efectos sobre la
rotación y los costos de ajuste de las
empresas, no sobre la creación neta de
empleo; lo que sí cambia con certeza es
quién controla el tiempo de trabajo. Una
política de empleo progresista no puede
medirse solo en puestos de trabajo: debe
preguntarse por su calidad, por la
previsibilidad de los horarios, por el
descanso efectivo y por la capacidad de los 

trabajadores de organizar su vida más allá
de la empresa. Bajo esa vara, ampliar de 4 a
16 o 52 semanas el margen de maniobra
empresarial sobre la jornada no es neutro:
es trasladar el riesgo de la estacionalidad
productiva desde la empresa hacia el
tiempo de vida de quienes trabajan, con
mayor intensidad en sectores —turismo,
gastronomía, comercio— que ya presentan
alta rotación, estacionalidad y baja
densidad sindical.

El crecimiento del empleo turístico o la
reactivación sectorial no pueden
construirse sacrificando lo que la Ley de 40
Horas vino a proteger. Por tanto, la
discusión legislativa que se abre debiera
exigir, como mínimo, que la ampliación
general a 16 semanas quede condicionada
a una negociación colectiva efectiva —y no
a un pacto que hoy puede ser individual—,
que los mecanismos de compensación de
horas extraordinarias no queden al arbitrio
unilateral del empleador, y que la extensión
de domingos trabajados se someta a un
límite que efectivamente proteja el
descanso, no solo el balance contable
anual de días libres.

La generación de empleo y la reactivación
económica son objetivos relevantes, pero
no pueden transformarse en una excusa
para debilitar conquistas laborales. La
discusión sobre jornada debe avanzar hacia
más derechos, más tiempo de vida y más
poder para las y los trabajadores, no hacia
nuevas formas de flexibilidad que trasladan
los costos de la organización productiva al
mundo del trabajo.
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